KLIC KARINA MABEL C/ MUTUAL DE EMPLEADOS DE COMERCIO ALTE. BROWN S/ ESCRITURACION - DECLARACION DE NULIDAD.-

CAUSA N° 68.997                 JUZG. N°14 

REG. SENT. DEF. N° 132

En la Ciudad de Lomas de Zamora, a los 18 días del mes de  Agosto de Dos Mil Once, reunidos en Acuerdo Ordinario los Sres. Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala I, de este departamento judicial, Doctores  Norberto Horacio Basile y, Carlos Ricardo Igoldi con la presencia del Secretario actuante, se trajo al Despacho para dictar sentencia la causa N° 68.997 caratulada “KLIC KARINA MABEL C/ MUTUAL DE EMPLEADOS DE COMERCIO ALTE. BROWN S/ ESCRITURACION - DECLARACION DE NULIDAD”. De conformidad con lo dispuesto por los arts. 168 de la Constitución Provincial y 266 del Código de Procedimientos Civil y Comercial, la Excma. Cámara resolvió votar las siguientes:

C U E S T I O N E S

1ª.) ¿Es justa la sentencia dictada?

2ª)  ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, últ. Parte CPCC), dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile e Igoldi.-

V O T A C I O  N

A la primera cuestión, el Dr. Basile dijo:

I.- El Sr. Juez titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial número catorce de este Departamento Judicial, dictó sentencia a fs. 936/941 haciendo lugar a la excepción de prescripción deducida por el demandado y consecuentemente desestimando la demanda promovida  por Karina Mabel Klic contra Mutual de Empleados de Comercio de Almirante Brown. Impuso las costas a la actora y difirió la regulación de los  honorarios de los profesionales intervinientes.-

A fs. 946 apeló la actora, concediéndosele el recurso en relación y con efecto devolutivo  a fs. 947.  A fs. 948/951 presentó memorial, no recibiéndo réplica alguna de la contraria.--

A fs. 960 se llamaron autos para sentencia por providencia que se encuentra consentida.-

II.-ANTECEDENTES DE LA CAUSA.

A fs. 328 Karina Mabel Klic, promovió demanda sumarísima, al amparo de la Ley 24.240 a fin de lograr que se reconozca en sede judicial el cumplimiento de la totalidad de las obligaciones asumidas frente a la accionada y se ordene el cumplimiento y escrituración del departamento que habita desde setiembre de 1998, contra Mutual Empleados de Comercio de Almirante Brown.-

Refirió que entablaba la acción en este marco normativo, por cuanto el contrato cuyo cumplimiento motivó la acción, es un típico contrato protegido por su normativa.  Dijo ser consumidor, por haber contratado a título oneroso, para beneficio propio, la adquisición de un inmueble nuevo destinado a vivienda.-

Expresó que ante el incumplimiento de la oferta y del contrato por el proveedor está facultado a exigir el cumplimiento forzado de la obligación, y ante la modificación unilateral de los términos del contrato, la nulidad total o parcial del mismo por la violación del deber de buena fe del oferente.  Reservó acción por daños y perjuicios.-

Manifestó que atraído por la profusa publicidad del Sindicato de Empleados de Comercio, el 29/8/89, prestó consentimiento para la compra del departamento que se ofrecía, pagando por diez años una cuota mensual.-

Dijo que al sexto año de iniciada la obra licitó, adelantando veintitrés cuotas el día 29/11/94 y que dos años y medio después de licitar, tomó posesión de la unidad ubicada en la torre 14, 1º piso, departamento A, donde vive con su familia..-

Afirmó que en el mes de febrero del año siguiente adquirió la baulera, pagando el precio fijado para la misma en diez cuotas.-

 Denunció que al mes siguiente a la toma de posesión del departamento llevaba pagadas 130 cuotas, es decir diez más de las prometidas, por lo que de inmediato  reclamó por la escritura, recibiendo como respuesta, que la empresa se había transformado en "mutual" y que lo que había recibido no era la posesión sino la tenencia precaria.  En ese contexto se le hizo saber que era socio adherente de esa mutual y que debía seguir pagando hasta tanto se terminara el total de los departamentos.  Que en razón de ello, por temor e ignorancia, siguió pagando.-

Que más tarde tomó conocimiento que algunos propietarios habían escriturado y asimismo que habían conformado el consorcio de propietarios.-

Sostuvo que ante la inutilidad de sus reclamos, hubo de promover la demanda pretendiendo el reconocimiento de su derecho por haber pagado en exceso; la declaración de nulidad de los pactos que modifiquen la relación obligatoria original y la condena a la vendedora, al otorgamiento de la escritura traslativa de dominio.-

A fs. 482 contestó la accionada.  Opuso excepción de prescripción.  Reconvino por cumplimiento de contrato y daños y perjuicios.  Aportó otra versión de los hechos narrados al inicio.-

Contestado por la actora el traslado conferido, a fs. 500 se procedió a la apertura a prueba de estos actuados, proveyéndose la ofrecida por las partes a fs. 506. Producida la pertinente, a fs. 935 se llamaron autos para sentencia, dictándose el pronunciamiento respectivo a fs. 936/941.-

III.- DE LOS AGRAVIOS:

Plantea la actora sus quejas, respecto de la sentencia atacada, dividiéndolas según los agravios que indica del modo que sigue:

1)- Se agravia por cuanto sostiene que el Sr. Juez de la anterior instancia, erróneamente trató la excepción de prescripción según lo normado por el art. 50 de la Ley 24.240, ateniéndose a la redacción original de la ley y a la interpretación que entonces le daba la doctrina.-

2)-Se agravia también por el cómputo de la fecha desde la cual comienza a correr la prescripción.  Dice que la fecha a partir de la cual debió considerarse que comenzaba a correr el cómputo del plazo de prescripción de la acción por escrituración, debe ser la de los últimos pagos realizados a la accionada (7/7/2002).-  

3)-Argumenta que surge de la causa que es poseedora desde el 21/9/1998, y que esa posesión sigue siendo pública, pacífica e ininterrumpida desde entonces, hecho  interruptivo del plazo de prescripción previsto.-

Pide que de aplicarse al caso la prescripción del art. 50, se tenga por interrumpido el plazo por la posesión de la cosa con consentimiento del vendedor o, en caso de no tenerla por interrumpida por esa causal, el cómputo del plazo se cuente a partir del último reconocimiento del derecho del actor por parte de la contraria.-

IV.- CONSIDERACIÓN DE LAS QUEJAS.

Del progreso de la excepción de prescripción:

1)-Del encuadre jurídico del caso:

a)-Hemos dicho reiteradamente que el instituto de la prescripción, es el medio por el cual el transcurso del tiempo opera la modificación sustacial de un derecho.  En este caso, por haberse planteado una excepción de prescripción,  -liberatoria y no adquisitiva- completando lo expresado precedentemente he de decir ahora. que esa modificación sustancial del derecho a la que aludía, se verifica en razón de la inacción de su titular, quien pierde la posibilidad de exigirlo compulsivamente, aunque subsista en carácter de obligación natural (arts. 515 inc. 2º y 3947 del C.C.).  Ello encuentra su fundamento en razones de seguridad, de orden y paz social, pues al derecho también le interesa sobremanera, liquidar ciertas situaciones inestables impidiendo que puedan ser materia de revisión después de pasado cierto tiempo; de esa manera se da certeza a los derechos.-

Esta Sala ha dicho que el supuesto jurídico de  prescripción se integra, además del transcurso del tiempo, por un acto voluntario del titular del derecho que se manifiesta en una conducta omisiva (inacción).  Es cuestión de orden público, que responde a la necesidad social de no mantener pendientes las relaciones jurídicas indefinidamente, poner fin  a la indecisión de los derechos y consolidar las situaciones creadas por el transcurso del tiempo disipando las incertidumbres.-

En suma, el instituto de la prescripción tiende en su finalidad, a lograr un equilibrio entre la seguridad y la justicia; justicia para aquellas víctimas de un daño que debe ser resarcido y seguridad para evitar que en la afanosa búsqueda del resarcimiento se vulneren los derechos del deudor, extendiéndose sus obligaciones in eternum.  (CALZ Sala I RSD 238/03 sentencia del  15/07/03 Causa Nº 55.628).-

Inicia su queja el apelante, sosteniendo que el Sr. Juez a quo trató la excepción de prescripción según el art. 50 de la Ley 24.240 ateniéndose a la redacción original y a la interpretación que entonces se le daba, sin haber considerado la reforma introducida con fecha 7/4/2008 por la Ley 26.361.-

En efecto, el Señor Juez de la anterior Instancia, en mérito a las constancias que ponderó, decidió hacer lugar a la excepción de prescripción de la acción y conforme la resolución adoptada, no hubo de expedirse en más, ya que según quedó sentenciado, lo contrario habría sido expedirse en abstracto.-

b)-Conforme lo pretendia la actora, el Sr. Juez tuvo por acreditada la existencia de una relación jurídica de consumo entre la actora y la demandada, desde que aplicó al caso la Ley 24.240, aunque efectivamente no tuvo en consideración la nueva normativa tal como ahora pretende la apelante.-

Ahora bien, conforme el texto de la Ley N° 26.361, promulgada parcialmente el 3/4/2008, se sustituye el texto del art. 50 de la Ley 24.240 por el siguiente: “...Las acciones judiciales, las administrativas y las sanciones emergentes de la presente ley prescribirán en el término de TRES (3) años.  Cuando por otras leyes generales o especiales se fijen plazos de prescripción distintos del establecido precedentemente se estará al mas favorable al consumidor o usuario...”.-

Sin embargo, previo a cualquier consideración al respecto, cabe citar a la calificada doctrina en el tema, que nos ilustra diciendo que: "La normativa general prevista en los Códigos Civil y de Comercio sufre excepciones importantes cuando el contrato tiene por objeto una relación de consumo encuadrable en la Ley 24.240.  Las normas de esta ley son correctoras, complementarias o integradoras para el supuesto especial de tener que aplicarse al contrato para consumo, y no sustitutivas de la regulación general contenida en los códigos y demás legislación vigente.  Concretamente, esta ley no contiene una regulación completa de los actos que puedan dar nacimiento a un contrato para consumo según sus previsiones, sino que trata de corregir y evitar los abusos a que podría dar lugar la aplicación de la legislación ordinaria general preexistente en perjuicio de quien actúa como consumidor, pues es la parte estructuralmente más débil de las relaciones de consumo (Belluscio - Zannoni.  Código Civil y Leyes Complementarias.  Tº, Defensa del Consumidor y Usuario.  Editorial Astrea.  Buenos Aires 2001.  Pég. 880).-

Esto me indica que no puedo perder de vista que la actora ha elegido accionar en los términos de una Ley más beneficiosa, invocando su calidad de consumidora (pudiendo optar por ejercer otro tipo de acción) y que contestando a la demanda tal como le hubo sido opuesta, la demandada ha deducido contra el progreso de aquella, la excepción relativa a la prescripción de la acción.-

Hasta aquí las cosas, conviene ahora expresar que, tramitadas casi por completo las actuaciones que llegan a este decisorio, sobreviene el dictado de esta nueva ley, que mas allá de los alcances que la misma podría, o no, tener en materia interpretativa, me obliga a analizar su aplicabilidad al caso conforme la oportunidad de su sanción.-

Por principio, las leyes carecen de efecto retroactivo, por lo que más allá de la ausencia de mención a la nueva norma, adelanto que considero correcto el encuadre jurídico asignado en primera instancia.-

El art. 3 del Código Civil establece que las leyes valen a partir de su entrada en vigencia, aún para las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas existentes, es decir que consagra el principio de la aplicación inmediata de los hechos que están en curso de desarrollo al tiempo de su sanción.  Empero, la misma no resulta aplicable respecto de hechos consumados con anterioridad a su vigencia.-

Sentenciar ahora aplicando el nuevo régimen legal, colocaría a la accionada excepcionante, en situación desfavorable y de indefensión.-  

Además, justamente cuando aquello de que se trata es nada menos que de la prescripción de la acción, cambiar los parámetros a esta altura del proceso, atentaría también contra el propio espíritu del instituto en cuestión: la seguridad jurídica, el orden y la pacificación social.-

Tampoco puede perderse de vista que el establecimiento de la retroactividad de un precepto, solo puede tolerarse y admitirse cuando la propia norma así lo establezca, salvedad que no ha sido contemplada por la ley 26.361.-

Ha dicho la Suprema Corte de Justicia en un caso de similares características que: “...ha quedado evidenciada la transgresión normativa denunciada, cumpliendo de este modo el recurrente con la carga que le impone el art. 279 del Código Procesal Civil y Comercial, en tanto el pronunciamiento atacado ha sido estructurado sobre la base de un precepto que aún no estaba vigente al momento del suceso que motivó esta litis” (Conf. C103.443 del 12-VIII-2009 y C 107.423 del 2 de marzo del 2011 entre muchos otros).-

c)-Cuando postula en su memorial lo que titula “Consecuencias indeseadas” dice: “De confirmarse que la acción de la ley del consumidor intentada está prescripta, debería iniciar una acción por cumplimiento de contrato sin invocar la Ley 24.240 y enmarcar el caso según las centenarias normas de Velez Sarsfield.  Pero no podría, puesto que la sentencia en recurso ha dejado establecido que la relación que une a las partes es una “relación de consumo”...”

Pierde de vista el ahora quejoso que lo sentenciado responde a sus peticiones.  Es el apelante quien propició la relación de consumo que ahora parecería colocarlo en situación disvaliosa, accionando en el marco de una acción sumarísima, y pretendiendo obtener todas las ventajas que el régimen tuitivo de consumidores y usuarios le ofrecía al momento de los hechos y del inicio de la demanda (Ley 24.240).-

Sin embargo, transcurrido el proceso y planteo de excepción de prescripción mediante, pretende servirse de las bondades de una ley sobreviniente, que conforme expresáramos en el ítem anterior, no resulta aplicable al caso; para ahora quejarse porque el a quo calificó a la habida entre las partes como una “relación de consumo”.-

Al respecto, esta Sala I, le ha dado fundamental preeminencia a la conducta jurídicamente relevante de una parte, y que luego desdice por cuestiones de beneficio propio (Reg. Sent. Def. 12/91, 80/99, 146/99 entre otros).-

Esta teoría, conocida como de los actos propios, descansa en tres presupuestos básicos: 1) la conducta inicial, que constituye el "factum propium", consistente en un hecho o hechos que demuestran la toma de posicion respecto de determinada situacion jurídica; 2) la unidad de situación jurídica: la contradiccion debe observarse en el marco de una misma relacion o situacion jurídica; 3) si el "factum propium" y la conducta posterior que lo contradice deben emanar del mismo sujeto jurídico y en relacion al mismo sujeto jurídico.-

La Excma. Suprema Corte Provincial ha sostenido, con caracter de doctrina legal, que nadie puede ponerse en contradiccion con su anterior conducta deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz, siendo inadmisible la pretension basada en semejante dualidad (SCBA Ac. 31261 del 15-III-83, Ac. 33027 del 1-VI-84, Ac. 34517 del 14-V-85, Ac. 41610 S 20-3-90; Ac. 45642 S 27-12-91; Ac. 46490 del 16-VII-91; Ac. 49477 S 21-12-93; Ac. 51445 S 15-11-94; Ac. 57559 S 14-6-96; Ac. 69602 S 2-2-00; Ac. 78497 S 12-9-01; Ac. 76128 S 15-5-02; en el mismo sentido, esta Sala: Reg. Sent. Def. 459/87, 219/89, 10/89, 186/90, 353/85, 323/86, 213/86, 33/93).-

Tal doctrina cuenta con un total apoyo de los autores (Morello-Stiglitz "La doctrina del acto propio", La Ley 1984-A-XXX 865; Mosset de Espanes "La teoría de los propios actos", La Ley 1984-A, pag. 152. Amadeo "La doctrina de los propios actos en la jurisprudencia argentina y española, La Ley 1984-A pag. 519. Alterini-Cabaña "La virtualidad de los actos propios en el derecho argentino", La Ley vol. 12-XII-83).-

d)-En este contexto, y tal como llega apelado el caso,  hemos de referirnos ahora a  los alcances del art. 50 de la Ley 24.240.-

"El art. 50 dispone que las acciones emergentes de esta ley prescriben en el término de tres años.  ¿Que significa esto? La ley 24.240 regula todas las relaciones jurídicas emergentes de los contratos celebrados para consumo o uso personal que se encuadren en los arts. 1º y 2º.  El consumidor cuyo acto jurídico de adquisición está tutelado por la ley, puede tener varios derechos frente al proveedor, que abren la posibilidad de ejercer diversas acciones por vía de excepción o demanda judiciales: exigir a la otra parte del exacto cumplimiento del contrato, o que se declare la ineficacia (o nulidad) de las cláusulas abusivas, o ejercer las acciones de responsabilidad, o exigir la reparación o sustitución del bien objeto del contrato, etcétera.-

¿Cualquiera de estas acciones prescribe para el consumidor o usuario en el término de tres años?  Entendemos que sí, pués el art. 50 es terminante y no formula distingos, ni siquiera para diferenciar los supuestos de obligaciones de naturaleza contractual de las que nacen de la responsabilidad aquiliana.  Sin embargo, puede ocurrir que el consumidor  vea reducido el plazo de prescripción a tres años para demandar a un proveedor en virtud de un vínculo jurídico cuya prescripción está sujeta a al plazo de diez años del art. 4023 del Cód. Civ.  Salvo este supuesto, que puede dar lugar a controversias en razón de lo dispuesto por el último párrafo del art. 3º, en general este plazo de tres años favorecerá a los usuarios en la mayoría de los contratos celebrados habitualmente para el consumo o uso particular, al otorgarle mayor tiempo del que disponían hasta ahora para promover la acción." (FARINA Juan M. Defensa del Consumidor y del Usuario.  3ª edición actualizada y ampliada.  Editorial Astrea.  Págs. 517/518).-

Atendamos entonces a los términos en que fuera planteada la demanda.  Dice la actora a fs. 328: "vengo a promover juicio sumarísimo al amparo de la ley 24.240 llamada de protección al consumidor, para que se reconozca en sede judicial el pago de la totalidad de las obligaciones que asumí frente a la demandada, ordenando el cumplimiento y escrituración del departamento que habito desde setiembre de 1998 y su baulera contra... libre de todo gravámen, carga o derecho que limite mi propiedad, declarando nula o inoponible cualquier otra estipulación que modifique el contrato original.".-

Sigue expresando a fs. 329: "La acción se entabla dentro de las previsiones de la ley 24.240, llamada de Defensa del Consumidor, por cuanto el contrato cuyo cumplimiento se pide es un típico contrato protegido por su normativa.  Esta ley es de orden público  (art. 65) y reglamenta un derecho de rango constitucional".-

Continúa Refiriendo la accionante a fs. 329 vta:/330 "Dada la naturaleza jurídica del objeto perseguido  (violación de los derechos del consumidor), y por expresa disposición legal que no admite excepciones (art. 53 de la Ley 24.240), solicito a V.S.... ordene se sustancie el presente juicio por el proceso sumarísimo ...".-

Y culmina manifestando a fs. 354 vta/355.: "A fin de poder dar estricto cumplimiento a la obligación del contrato celebrado como consumidor y fundado en el derecho concedido por la legislación vigente, solicito a V.S. se declare la nulidad de la "solicitud de admisión como socio del Complejo Habitacional Empleados de Comercio Almirante Brown y San Vicente", que me hicieran firmar al momento de pagar la primera suma, esto es el 29 de agosto de 1989, ...y de todos los otros convenios o pactos posteriores que pueda oponer la demandada y que tengan por objeto dejar sin efecto o desnaturalizar la compra venta original".-

La cita textual que antecede y la totalidad del desarrollo argumental vertido, me llevan a concluir que efectivamente ha de ser de aplicación al caso traído al decisorio la normativa emergente del art. 50 de la Ley 24.240 y por ello han de desestimarse los agravios vertidos con relación a este  tema.  Así lo propongo al Acuerdo.- 

2)-De la fecha para el cómputo del plazo de prescripción:

a)-Es cierto que el Sr. Magistrado dice en la sentencia cuestionada, a fs. 940 que: "Pues bien, sea que en el caso que nos ocupa el plazo de prescripción deba computarse desde fines de 1998 o Julio de 1999, como entiende la excepcionante (ver fs. 485/486, punto IV), sea que corresponda calcularlo desde el 14 de febrero de 1994, como sostiene el accionante (ver fs. 500 vta., punto eI), es evidente que entre cualquiera de esas fechas y la de promoción de la demanda de autos -14 de  marzo de 2003 (ver cargo de fs. 345)- transcurrieron más de tres años.-".-

Amén de desarrollar su queja pretendiendo que en esos obrados se ha tramitado una "acción por escrituración" y que el plazo para comenzar a computar la prescripción debe iniciarse con el último pago efectuado a la accionada (incluso trayendo jurisprudencia al respecto) conviene aclarar que el caso de autos contiene la pretensión procesal de escriturar, mas no se trata de una acción de escrituración, la que en su caso debería haber tramitado por las normas del proceso sumario (Art. 320 inc.2. ap. f-).-

Nuevamente el quejoso se ve contrariando la doctrina de los propios actos, toda vez que ha accionado en el marco de la normativa emergente de la Ley 24.240, en procedimiento sumarísimo (ver petición expresa de su parte a fs. 330) y en el contexto del memorial parece pretender que para el cómputo de la prescripción haya de seguirse el curso indicado en las acciones por escrituración, confundiendo de este modo las nociones procesales de "acción" y "pretensión".-

Según Couture "la acción es el poder jurídico que tiene todo sujeto de derecho, de acudir a los órganos jurisdiccionales para reclamarles la satisfacción de una pretensión." (ALVAREZ JULIA Luis - NEUSS German - WAGNER Horacio.  Manual de Derecho Procesal. 2ª edición actualizada y ampliada 1ª reimpresión.  Editorial Astrea.  Págs. 35/36).-

En cambio la pretensión es "la petición dirigida a la declaración de una consecuencia jurídica con autoridad de cosa juzgada que se señala por la solicitud presentada y en cuanto sea necesario por las circunstancias de hecho propuestas para su fundamentación."  (ALVAREZ JULIA Luis - NEUSS German - WAGNER Horacio.  Ob. Cit. Pág. 36).-

Ha sido la misma quejosa, la que en el responde del traslado de la excepción deducida por la contraria sostuviera que el cómputo del plazo debía correr a partir del 14/2/94 (fs. 500 vta.).-

De los propios dichos de la accionante en el escrito de inicio, el 29/11/94 habría cumplido la totalidad de las obligaciones a su cargo y asimismo habría tomado posesión del inmueble dos años y medio después, sin perjuicio de afirmar en fojas siguientes que tomó posesión efectiva el 21/9/1998.-

Asi lo referido por las contendientes, y sin perjuicio del decir de la accionada que no hubo entrega de posesión sino una tenencia precaria, ambas están de acuerdo que la actora ingresó en el inmueble con consentimiento de la vendedora hacia fines de 1998.-

Expresa la actora a fs. 331: "Al sexto año de iniciada la obra licité adelantando veintitrés (23) cuotas el día 29 de Noviembre de 1994... Al mes siguiente de tomar posesión del departamento pagué la cuota número 130, es decir llevaba pagadas diez mas de las prometidas.  De inmediato reclamé por la escritura...".-

Conforme el texto del art. 10 bis. inc. a), citado a los fines de sustentar el reclamo, pretende la accionante "exigir el cumplimiento forzado de la obligación...".-

De los propios dichos de la quejosa, surge que los incumplimientos de la accionada que refiere la actora, comenzaron a verificarse, hacia fines de 1998.-

Sin perjuicio de haber sido la misma demandante quien al contestar el traslado que se le corriera respecto de la excepción de prescripción, consignara como fecha para el comienzo del cómputo del plazo el 14/2/1994, modifica su postura en el memorial, sosteniendo allí que habría de tomarse la del último pago recibido por la contraria -el 7/7/02-.-

Interpreto que en este punto, ha asistido siempre razón a la demandada, ya que el inicio del cómputo del plazo de la prescripción debe computarse desde la fecha que emerge del racconto de los hechos de la demanda, como aquella en que la actora sostiene que habrían comenzado los incumplimientos de la contraria, motivando los mismos esta demanda.-

b)-Como otra cuestión inherente a este respecto, y porque ha sido vertido como agravio tocante a este tema, debo decir que la prescripción de la acción no supone el reconocimiento del derecho que la hubiere fundado, ello de no haberse vencido el plazo para el inicio de la demanda.  La actora ha perdido la facultad de accionar por el transcurso del tiempo.  Nada se ha dicho ni ha de decirse respecto a la existencia o inexistencia del derecho cuyo reconocimiento pretendió lograr la accionante por la vía jurídica que dejó de usar en su oportunidad.-  

Lo contrario implicaría emitir pronunciamiento en abstracto, lo cual claramente, no es función de la judicatura.-

Atento a ello, entiendo que la sentencia cuestionada debe confirmarse en este punto, desestimándose las quejas vertidas.-

En virtud de las razones y fundamentos expuestos, citas legales, doctrinarias y jurisprudenciales, por ser justo, voto por confirmar, en la medida del recurso y agravios, el decisorio apelado y así lo propongo al Acuerdo.-

VOTO POR LA AFIRMATIVA

A la primera cuestión, el Dr. Igoldi dijo que, por compartir la fundamentación dada VOTA TAMBIEN POR LA AFIRMATIVA.

A la segunda cuestión el Dr. Basile expresa:

Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión que antecede corresponde confirmar la sentencia apelada en la medida del recurso y agravios.   Asimismo corresponde, imponer las costas de la Alzada a la actora apelante quien continúa perdidosa (art. 68 C.P.C.C), y proceder en su oportunidad a la regulación de los honorarios profesionales correspondientes, de conformidad con lo normado por la ley 8904.-

ASI LO VOTO

A la segunda cuestión el Dr. Igoldi expresa que, por compartir los fundamentos, VOTAN EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

S E N T E N C I A

En el Acuerdo celebrado quedó establecido que la sentencia apelada es justa y debe confirmarse.  Que las costas de la Alzada, deben imponerse a la actora, conforme lo normado por el art. 68 del C.P.C.C.-

Por ello y fundamentos consignados en el Acuerdo, consideraciones y citas legales:

1º)-Confírmase la sentencia apelada en la medida del recurso y agravios.-

2°)-Con costas de Alzada a la actora apelante (art. 68 Cód. Proc.).-

3°)-Difiérese para su oportunidad la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes (Ley 8904). Regístrese. Notifíquese y, consentida o ejecutoriada, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.-



Norberto Horacio Basile                     Carlos Ricardo Igoldi

 Juez                                                    Juez 


Manuela Maria Ochandio

Secretaria
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